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¿Cree que en España se
intenta solucionar los
problemas haciendo leyes
que no resultan eficaces?

Creo que la ley debe constituir
una manera de administrar las
costumbres de los ciudadanos
sin forzar los límites acostumbra-
dos. Debe establecer lo que pre-
viamente por conciencia y volun-
tad ya han asumido, así será
oportuna y eficaz. Creo que en la

actualidad se está produciendo el
abuso de la aplicación de la ley,
dejando al margen programas
educativos que la hagan com-
prensible. Moski.

Yo diría que las leyes, en la mayo-
ría de casos, sí podrían ser efica-
ces; el problema es que la gran
mayoría no las cumplimos y no
se hacen cumplir. Gavilani.

Lo importante para regular una
sociedad es que existan leyes. No
hay problema en que luego su
eficacia deje que desear, porque
se adaptan a los tiempos con en-
miendas. Los vacíos legales están
para dotarlos de contenido. Ra-
faelxastre.

Desde luego. Creo que se legisla
más pensando en apuntarse un
tanto político que en facilitar las
cosas a los ciudadanos. Existe un
aluvión de leyes que, además, co-
mo están técnicamente mal he-
chas, se tienen que ir modifi-
cando por otro aluvión de leyes.
Alenmerco.

Pienso que sí, y lo valoro muy
negativamente, porque el exceso
de producción normativa en una
sociedad es el principal síntoma
de su incapacidad para solucio-
nar los conflictos sobre los que
legisla. Tonelete.

El auténtico problema no es que
las leyes sean eficaces o no per se,
sino que luego no se ponen los
medios para hacerlas cumplir.
Ecotopía.

La política deriva hacia el espec-
táculo mediático. Hacer leyes y
publicarlas en el boletín es bara-
to. Con el tiempo se ven las con-
secuencias de las leyes que se ha-
cen atropelladamente. Fedepiñar.

¿Cree que puede
salvarse el Tour como

competición tras los últimos
escándalos de dopaje?

En su discurso en el debate de
política general en torno al es-
tado de la nación, José Luis
Rodríguez Zapatero no utilizó
ni una sola vez la expresión
“España plural”, otrora tan
querida por él. Fue el portavoz
de Esquerra Republicana en el
Congreso, Agustí Cerdà, el pri-
mero en utilizarla, sólo para
reprochar al presidente del Go-
bierno que su España plural
“acaba siendo tan singular co-
mo la del Partido Popular”. En
su réplica, Zapatero rechazó el
debate nominalista: “Dejemos
de hacer tantos bautismos y va-
yamos a las cosas funcionales,
reales y de contenido”.

En el primer Consejo de Mi-
nistros tras el debate de políti-
ca general, el Gobierno apro-
bó una cosa funcional, real y
de contenido: el real decreto
por el que se crean el Consejo
de las Lenguas Oficiales en la
Administración General del
Estado y la Oficina para las
Lenguas Oficiales, cuya finali-
dad es garantizar que los ciu-
dadanos de las comunidades
autónomas con una lengua ofi-
cial propia puedan dirigirse a
la Administración General del
Estado en dicha lengua. No se
trata de un simple eslabón en
el desarrollo de la España plu-
ral, sino de un jalón indubita-
ble, un verdadero hito que aca-
so merece el calificativo de
“histórico”. La primacía del
castellano ha sido una de las
señas de identidad del Estado-
nación español que sentó sus
bases tras la Guerra de Suce-
sión, se erigió como tal a lo
largo del siglo XIX y alcanzó
el paroxismo durante la dicta-
dura de Franco, cuya política
territorial, por decirlo así, se
resume en la conocida frase
pronunciada en el fragor de la
guerra: “El carácter de cada
región será respetado, pero sin
perjuicio para la unidad nacio-
nal, que la queremos absoluta,
con una sola lengua, el caste-
llano, y una sola personalidad,
la española”. La Constitución
de 1978 puso un fin relativo a
esta secuencia histórica: fin,
porque reconoció a las “demás
lenguas españolas” y estable-
ció su oficialidad en las comu-
nidades autónomas; pero rela-
tivo, porque mantuvo el caste-
llano como lengua exclusiva
del Estado.

El real decreto aprobado el

pasado 6 de julio, pues, viene
nada menos que a completar el
cierre de esa secuencia históri-
ca: el castellano va a seguir
siendo la única lengua españo-
la oficial del Estado, pero, más
allá de las proclamas jurídicas,
la Administración General del
Estado va a acoger en su seno
las demás lenguas españolas co-
mo no había hecho antes ningu-
na Administración de la Espa-
ña moderna. Para los que toda-
vía creen que el monolingüis-
mo es una condición necesaria
para el funcionamiento (o in-
cluso la existencia) de una co-
munidad política, la iniciativa
del Gobierno supone un retro-
ceso histórico en toda regla,
además de un germen de disgre-
gación irremediable. Pero seme-
jante argumentación no puede
tener mucho crédito en un Es-
tado miembro de la Unión Eu-
ropea, una organización que
funciona razonablemente bien
a pesar de (¿o debería ser “a

causa de”?) reconocer la friole-
ra de 23 lenguas oficiales.

El real decreto del 6 de julio
está en la lógica del Estatuto
de Cataluña, cuyo artículo
33.5 establece el derecho de los
ciudadanos catalanes a relacio-
narse por escrito en catalán
con los órganos constituciona-
les y con los órganos jurisdic-
cionales de ámbito estatal. Un
criterio práctico para distin-
guir a plurales de singulares
consiste en verificar la actitud
respecto a dicha disposición.
En su recurso de inconstitucio-
nalidad contra el Estatuto, el
Partido Popular sostiene que el
derecho establecido simplemen-
te “no existe” en lo que concier-
ne a la relación con institucio-
nes estatales no radicadas en el
territorio de Cataluña, dada la
estricta territorialidad de la
cooficialidad lingüística —un
argumento irremediablemente
falso, en la medida en que está
reglamentariamente estableci-

do desde hace 13 años que los
ciudadanos españoles pueden
dirigirse por escrito en las “de-
más lenguas españolas” al Se-
nado, una institución estatal
ciertamente no radicada en
Cataluña—. (Reflexión obvia:
si un simple reglamento puede
instituir derechos que desbor-
dan “la estricta territorialidad
de la cooficialidad lingüísti-
ca”, ¿cómo no va a poder ha-
cerlo una Ley Orgánica del Es-
tado?). En el bando plural, las
cosas son bastante distintas. El
famoso dictamen sobre el Esta-
tuto encargado por el PSOE a
cuatro catedráticos de Dere-
cho Constitucional ni siquiera
menciona el asunto; en su escri-
to de enmiendas, el Grupo Par-
lamentario Socialista del Con-
greso se ciñó a una cuestión de
matiz, sin poner en duda la legi-
timidad del derecho a relacio-
narse en catalán con los órga-
nos constitucionales y jurisdic-
cionales de ámbito estatal.

Ahora bien, la inesperada
luz del Gobierno de José Luis
Rodríguez Zapatero en la recta
final de la legislatura no cam-
bia las sombras que han carac-
terizado una gestión ambiva-
lente en lo tocante a la diversi-
dad lingüística de España. En
2005, el Comité de Expertos
que supervisa la aplicación de
la Carta Europea de Lenguas
Regionales o Minoritarias con-
sideraba que en España seguía
siendo necesario “crear con-
ciencia acerca de las lenguas
regionales o minoritarias”,
por cuanto “los medios de co-
municación españoles apenas
prestan atención a la diversi-
dad lingüística del país, y la
mayoría de la población caste-
llanoparlante y, en especial,
las comunidades autónomas
no afectadas no son conscien-
tes de que España es un país
plurilingüe”. Dos años des-
pués, el redoble de esfuerzos
que recomendaba el Comité de
Expertos para paliar el déficit
señalado es literalmente imper-
ceptible. De hecho, el Gobier-
no ha dedicado la legislatura a
ignorar la mayoría de medidas
sobre pluralismo lingüístico
que el Congreso le instó a apli-
car en 2004, una de las cuales
era precisamente “fomentar
un conocimiento general de la
realidad pluricultural y pluri-
lingüe del Estado español”.
Eso sí, los que exigen mayor
pluralidad a José Luis Rodrí-
guez Zapatero, como Agustí
Cerdà, deberían predicar con
el ejemplo en su propia casa.
En 2005, el Comité de Exper-
tos antes citado señalaba que
también era necesario “mejo-
rar la comprensión mutua pa-
ra promover las virtudes del
plurilingüismo y de la diversi-
dad lingüística y, en los grupos
lingüísticos tanto mayoritarios
como minoritarios, la idea fun-
damental de una coexistencia
pacífica y armoniosa”. Mal se
contribuye a esa idea funda-
mental cuando se invoca la
“guerra lingüística” contra el
castellano, como hizo reciente-
mente el secretario general de
Esquerra Republicana, Joan
Puigcercós, en una alocución
estrictamente insensata.

Albert Branchadell es profesor de la
Facultad de Traducción e Interpreta-
ción de la Universitat Autònoma de
Barcelona.

Los lectores pueden exponer sus comen-
tarios sobre la pregunta del día en la
dirección www.elpais.com/foros/. Las res-
puestas no deberán superar los 300 carac-
teres y serán difundidas en la edición digi-
tal de EL PAÍS. Una selección será publi-
cada en la edición impresa del periódico
a las 48 horas de formulada la pregunta.

Tras su entrada triunfal en el nú-
mero 10 de Downing Street acom-
pañada por una serie de atenta-
dos frustrados, Gordon Brown
ha conseguido aún mayor presti-
gio al no reaccionar de forma ins-
tintiva ante la última amenaza te-
rrorista. En su última interven-
ción en el Parlamento condimen-
tó con palabras como “consenso”
y “consulta” el despliegue de una
panoplia de medidas antiterroris-
tas que van desde la creación de
un cuerpo unificado de control de
fronteras (…) hasta la utilización
de escuchas telefónicas como
pruebas válidas en los tribunales.

Aunque es verdad que la natu-
raleza del terrorismo inspirado en

Al Qaeda (…) exige una nueva
normalización del equilibrio entre
seguridad y libertades civiles, la
propuesta de Brown de redoblar
el periodo de detención preventi-
va es una invitación a la división
política. (…) La experiencia peni-
tenciaria británica en Irlanda del
Norte demuestra que una posible
medida disuasoria puede conver-
tirse en un instrumento de recluta-
miento para los terroristas. (…)

(…) Hay otros medios para re-
ducir las dificultades con las que
se encuentra la policía a la hora de
llevar a los terroristas a los tribuna-
les, pero la posibilidad de utilizar
como prueba escuchas telefónicas
o permitir interrogatorios prolon-
gados son propuestas atinadas.

En cualquier caso, si el Go-
bierno pretende ampliar la deten-
ción preventiva, deberá permitir
que los jueces fijen criterios rigu-
rosos para aprobar esa amplia-
ción. Un control judicial estricto
(…) asegurará que las detencio-
nes que superen los 14 días van a
ser una excepción.
Londres, 26 de julio

¿Plural o singular?
ALBERT BRANCHADELL

(Pregunta suscitada por el edito-
rial sobre este tema).
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